PAGE  
4

BOLETIN N° 1.270‑10 (S).‑

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL "CONVENIO BASICO DE COOPERACION TECNICA Y CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY".

HONORABLE CAMARA:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado "Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Oriental del Uruguay", sometido a la consideración de la H. Corporación en segundo trámite constitucional, después de haber sido aprobado, por unanimidad, por el H. Senado.

I. ANTECEDENTES GENERALES.

El 7 de mayo de 1993, los Gobiernos de Chile y de Uruguay firmaron el tratado en informe, con el objeto fundamental, según lo señala el mensaje, de fortalecer los tradicionales lazos de amistad existentes entre los dos países, mediante el establecimiento de mecanismos y programas de cooperación técnica y científica que tengan efectiva incidencia en el progreso económico y social de ambos pueblos.

Las Partes Contratantes, como se denominan los Gobiernos firmantes, celebran este tratado bilateral en la forma de un convenio básico de cooperación, por cuanto en él se limitan, por una parte, a definir los grandes lineamientos de la acción conjunta que proyectan ejecutar durante la vigencia de este instrumento y, por otra, a establecer los mecanismos institucionales que se ocuparán de velar por su cumplimiento.

Nuestro país ha celebrado más de una centenar de este tipo de tratados, especialmente con países latinoamericanos, todos los cuales han sido aprobados, en su oportunidad, por el Congreso Nacional, conforme al procedimiento constitucional establecido para la sanción de los tratados internacionales antes de su ratificación por el Presidente de la República.

En el caso del Convenio en informe dicha aprobación es necesaria particularmente porque este instrumento, a partir de su vigencia, reemplazará los Convenios Básicos de Cooperación Científica y Técnica y el Acuerdo de Cooperación Económica, Científica y Técnica, ambos suscritos entre los Gobiernos de Chile y de Uruguay, en 1975, y vigentes en el orden interno como ley de la República.

Sólo quedan excluidos de la aprobación parlamentaria los acuerdos complementarios de estos convenios básicos cuando sus normas no inciden en materias propias de ley, conforme lo señala el inciso segundo del N° 1 del artículo 50 de la Constitución Política.

Cabria agregar que en los últimos años, Chile y Uruguay han celebrado diversos tratados bilaterales ya aprobados por el Congreso Nacional, como ocurre con el Acuerdo que permitió el establecimiento de un Consejo Bilateral de Integración; el Acuerdo relativo a la prevención, control, fiscalización y represión del consumo indebido y tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; el que evita la doble tributación por los ingresos que perciban las empresas de navegación aérea que operen entre ambos países, y el convenio de cooperación turística. Todo ello muestra el excelente nivel de las relaciones existentes entre ambos Gobiernos y de lo cual el Convenio que os pasamos a reseñar es un nuevo testimonio.

II. RESEÑA DEL CONVENIO EN INFORME.

Este instrumento, del cual se acompaña una copia al final del informe, consta de trece artículos, en los que, en lo sustancial, se conviene en lo siguiente:

En primer término, ambos Gobiernos se comprometen a elaborar y ejecutar, de común acuerdo, programas y proyectos de cooperación técnica y científica, en los que considerarán. la participación de organismos y entidades de los sectores público y privado de ambos países, incluso de universidades, organismos de investigación científica y técnica y organizaciones no gubernamentales, del mismo modo como deberán considerar la importancia de ejecutar proyectos nacionales de desarrollo y de proyectos de desarrollo regional integrado (artículo I).

Para el cumplimiento de los fines del Convenio, las Partes Contratantes elaborarán conjuntamente Programas Bienales, en consonancia con las prioridades de ambos países en el ámbito de sus respectivos planes y estrategias de desarrollo económico y social. Cada programa deberá especificar objetivos, metas, recursos financieros y técnicos, cronogramas de trabajo y las áreas donde serán ejecutados los proyectos, inclusive las obligaciones financieras de cada una de las Partes Contratantes (artículo II).

Las formas de esta cooperación son las mismas que comúnmente se convienen en este tipo de tratados, tales como envío de expertos, equipo y material para la ejecución de proyectos específicos; la elaboración de programas de pasantía para entrenamiento profesional; la concesión de becas de estudio para especialización; la creación y operación de instituciones de investigación, laboratorios o centros de perfeccionamiento; la organización de seminarios y conferencias, y el intercambio de información científica y tecnológica (artículo IV).

Por su parte, las áreas de especial interés mutuo para desarrollar la cooperación también corresponden a las que ordinariamente se fijan en estos convenios, entre las que se pueden señalar, a manera de ejemplo, las áreas de la planificación y el desarrollo; el medio ambiente y los recursos naturales; la innovación tecnológica y productiva; la energía, la electrónica, la minería y la pesca (artículo V).

La coordinación de las acciones que se llevarán a cabo en el marco de este Convenio, así como la tarea de velar por su mejor cumplimiento, se encomiendan a una Comisión Mixta que se reunirá, alternadamente, en Uruguay y en Chile, sin perjuicio de otros mecanismos de coordinación que el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Presidencia de la República del Uruguay, y el Ministerio de Relaciones de Chile, establezcan, si es necesario, con la participación de entidades públicas o privadas vinculadas a la cooperación (artículo VII).

Las Partes Contratantes podrán contemplar la participación de organismos internacionales, tanto en la ejecución de los proyectos como en su financiamiento (artículo VIII).
Los costos de pasajes aéreos para el traslado del personal que se ocupe en la ejecución de los proyectos de cooperación, serán sufragados por la Parte que lo envía al territorio de la Otra; pero los gastos de hospedaje, alimentación, transporte local, y otros gastos necesarios para la ejecución del programa, serán cubiertos por la Parte receptora (artículo IX).

A dicho personal se le deberá otorgar, además, todas las facilidades necesarias para la entrada, permanencia y salida del territorio de la Parte receptora, al cual le será aplicable el tratamiento reservado para el personal de las Naciones Unidas, con prohibición de dedicarse a actividades ajenas a sus funciones, sin la previa autorización de ambas Partes.

A los equipos y materiales suministrados a cualquier título, por un Gobierno y otro, en el marco de proyectos de cooperación técnica y científica, les será también aplicable el tratamiento que se da en tales casos a las Naciones Unidas (artículo XII).

Por último, se os consigna que este Convenio tendrá vigencia indefinida, sin perjuicio de que pueda ser denunciado por cualquiera de los Gobiernos Partes en este tratado, caso en el cual los proyectos pendientes continuarán cumpliéndose hasta su cabal conclusión (artículo 13).

III.‑ DECISIONES DE LA COMISION.

a) Aprobación del Convenio en trámite y del artículo único del proyecto de acuerdo.

En el seno de vuestra Comisión hubo consenso en compartir los propósitos que han llevado a los Gobiernos de Chile y de la República Oriental del Uruguay a celebrar este tratado, por lo que, por unanimidad, decidió recomendaros su aprobación.

Para tal efecto, os propone adoptar el texto del artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo aprobó el H. Senado; es decir, en los siguientes:

"Artículo único: Apruébase el "Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica" suscrito entre los Gobiernos de la República de Chile y de la República Oriental del Uruguay, en Santiago, el 7 de mayo de 1993.".

b) Designación de Diputado Informante:

Por unanimidad, se designó al H. Diputado Balbontín Arteaga, don Ignacio.

c) Menciones reglamentarias.

Para los efectos de los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os consigna que este tratado no contiene disposiciones que requieran de quórum calificado u orgánico constitucional para su aprobación, y que sus artículos IX, X y XII deben ser conocidos por la H. Comisión de Hacienda.

d) Observación formal al texto del tratado.

Por último, cabe señalar que en los artículos III y V del tratado en informe, se ha incurrido en dos errores dactilográficos. Donde dice "inclurá" debe ser "incluirá" y donde se dice "perjuciio" debe ser "perjuicio". El Congreso Nacional no puede corregirlos, ya que la Constitución Política sólo le permite aprobar o desechar los tratados internacionales sometidos a su consideración, según lo señala el N° 1 de su artículo 50.

Tales errores no afectan al fondo de las respectivas normas y podrán ser corregidos por el Ejecutivo al momento de promulgar este instrumento, conforme a las facultades que la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados confiere en su artículo 79 a los Gobiernos signatarios para corregir errores formales en el texto original de los tratados, sin necesidad de nuevas negociaciones entre las Partes.

Acordado en sesión de fecha 4 de abril de 1995, con asistencia de los señores Diputados Dupré Silva, don Carlos (Presidente en ejercicio de la Comisión); Balbontín Arteaga, don Ignacio; Caminondo Sáez, don Carlos; Jocelyn‑Holt Letelier, don Tomás; Longton Guerrero, don Arturo; Moreira Barros, don Iván; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Soria Machiavello, don Jorge; Urrutia Cárdenas, don Salvador, y Valcarce Medina, don Carlos.

SALA DE LA COMISION, a 4 de abril de 1995.‑

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA

Secretario de la Comisión

